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    INTRODUCCIÓN


  




  

    Las tres encrucijadas de América Latina




    Vanni Pettinà




    El Colegio de México




    Rafael Rojas




    El Colegio de México




    En América Latina, los últimos años de la pasada década estuvieron caracterizados por una sucesión de estallidos sociales que evidenciaron el agotamiento de dos modelos que, aunque con importantes diferencias internas, se disputaban la hegemonía de la región desde principios de siglo: el neoliberal y el progresista. Los estallidos habían comenzado emplazando a gobiernos ubicados en el polo progresista (Brasil, Venezuela, Nicaragua, Ecuador, Bolivia) y rápidamente se extendieron a gobiernos que impulsaban proyectos de derecha (Argentina, Chile, Colombia, Puerto Rico, Perú, Haití). Aquellos estallidos mostraron a una América Latina polarizada y sacudida por profundas tensiones sociales y económicas que amenazaban los avances que, aun con sus propios límites, la región había experimentado después de las transiciones democráticas subsecuentes a la Guerra Fría. En la primavera de 2020, la ya precaria estabilidad política de la región se vio impactada por los efectos de la pandemia desencadenada por la COVID-19 que, después de China y Europa, llegaba con fuerza también a América Latina. La vertiginosa expansión de un virus con altas tasas de mortalidad rápidamente ha transcendido las fronteras de la crisis sanitaria, embistiendo los ámbitos políticos, económicos y sociales. En este sentido, la COVID-19 ha atizado las tensiones preexistentes e incrementado la volatilidad de los escenarios políticos regionales.




    ¿Hacia dónde caminará una América Latina sacudida por estas múltiples crisis en el futuro inmediato y próximo? Esta interrogante y preocupación fueron el motivo del proyecto que ha dado lugar a este libro y que comenzó a partir de una serie de artículos que aparecieron bajo el título «Las encrucijadas de América Latina», publicados en el periódico El País y coordinados por nosotros. La idea que nos animó, conjuntamente con el director del diario, Javier Moreno, fue convocar a un grupo de académicos e intelectuales especializados en América Latina y el Caribe para reflexionar acerca de la evolución social, política y cultural de la región durante las dos últimas décadas. Los textos, escritos por un extraordinario conjunto de nuevas voces del campo intelectual latinoamericano, intentaron presentar a los lectores un balance de las tensiones y retos que encaraba la región en el siglo XXI. El presente libro nace de la evolución de aquella serie, que debimos ampliar y actualizar en sus contenidos, integrando a nuevos autores especializados en temas y países. La ya mencionada emergencia desencadenada por el coronavirus en la región, en los primeros meses de 2020, obligó a desarrollos ulteriores de un análisis demasiado ceñido a los estallidos sociales que se produjeron en varios países durante 2018 y 2019.




    Los artículos de este libro intentan contextualizar las dificultades que encara América Latina en la nueva coyuntura generada por la pandemia, siguiendo tres ejes analíticos. En primer lugar, los ensayos se enmarcan en el contexto de la crisis del modelo neoliberal que, a partir de los años ochenta, había representado el motor ideológico y político de los procesos de modernización de la mayoría de los países latinoamericanos. Como muestran los capítulos escritos por Raúl Letelier sobre Chile, Luciana Cadahia sobre Colombia, Sabine Manigat sobre Haití, Javier Alemán sobre Puerto Rico o Alberto Vergara sobre Perú, el modelo neoliberal ha sido capaz de generar marcos macroeconómicos crecientemente estables y, en algunos casos, de altas tasas de crecimiento. Sin embargo, la economía neoliberal se ha mostrado totalmente incapaz de redistribuir los beneficios producidos por la estabilidad y el crecimiento, más allá de a un reducido número de actores económicos. Los estallidos antiestatales acontecidos en Chile, pero también la patologización de la violencia como en el caso de Colombia, son reflejos directos de las fuertes contradicciones del modelo neoliberal. Como muestran varios de los textos mencionados, la falta de un Estado comprometido con el bienestar general y, por ende, la presencia de sociedades con altos niveles de desarticulación interna, han mermado las capacidades de reacción de los países latinoamericanos frente a la expansión del coronavirus. Las insuficiencias de los Estados latinoamericanos no son producto exclusivo de la era neoliberal, como justamente subraya el texto de Alberto Vergara. Y, sin embargo, es cierto que los Estados de la región, después de años de medidas de adelgazamiento, no tienen ni los recursos, ni los instrumentos institucionales para enfrentar una crisis de salud pública con importantes implicaciones socioeconómicas en países aquejados por diferencias sociales abismales.




    En segundo lugar, los artículos intentan reflexionar sobre las conexiones que existen entre el desgaste de los llamados «socialismos del siglo XXI», que surgieron en los 2000 como respuesta al modelo neoliberal, y la polarización y explosión de nuevas oleadas de conflicto político que viven varios países de la región. En este contexto, los artículos de Aldo Marchesi sobre los límites de la llamada oleada progresista, de Gerardo Caetano sobre los gobiernos del Frente Amplio en Uruguay, de Humberto Beck sobre México, de José Luis Rocha sobre Nicaragua, de Pablo Ospina sobre Ecuador y de Maristella Svampa sobre la Argentina neokirchnerista parecen llegar a una misma conclusión. Estos textos señalan que los intentos de transformación progresista, experimentados en diversas zonas del continente a inicios del nuevo milenio, han sido incapaces de atajar los desequilibrios socioeconómicos que, de forma estructural, afectan históricamente el sur del hemisferio. En particular, los artículos muestran los límites que han tenido los progresismos latinoamericanos a la hora de consolidar mecanismos de mayor institucionalidad democrática, de contener la asfixiante corrupción que acecha las sociedades y, finalmente, de plantear modelos de organización social y económica realmente alternativos al neoliberal. Autores como Svampa y Beck plantean que los líderes progresistas llegados al poder en México y Argentina, en 2018 y 2019 respectivamente, no parecen haber asimilado completamente el problema de las insuficiencias del ciclo progresista anterior. Particularmente en México, temas centrales como el medioambiente o las políticas de género parecen completamente marginales en el programa del presidente López Obrador.




    Otro aspecto importante en limitar las capacidades transformadoras de los progresismos, sobre todo en el caso del Ecuador de Rafael Correa y del México de Andrés Manuel López Obrador, ha sido el paulatino distanciamiento de los proyectos de cambio de los movimientos sociales que, en un primer momento, habían sido cruciales para determinar sus victorias electorales.




    Como afirman todos los autores, los fracasos de los progresismos latinoamericanos se han visto radicalizados por las nuevas tensiones sociales generadas por una pandemia que requiere de Estados fuertes, funcionales y bien radicados en el territorio.




    Si los autores citados destacan en sus intervenciones la insuficiencia de los procesos de reforma en la región, otros llaman la atención sobre la peligrosa deriva de algunos experimentos políticos nacidos también en el ámbito del progresismo latinoamericano. Los textos de Alberto Barrera Tyszka sobre Venezuela, de Pablo Stefanoni sobre Bolivia y el de José Luis Rocha sobre Nicaragua indican, en este sentido, una dimensión todavía más profunda del fracaso de los experimentos de renovación progresista en la región. En estos casos, los autores muestran cómo la incapacidad de los gobiernos de izquierda de encauzar los procesos de cambio y transformación dentro de una dimensión institucional estable ha dado pie a fuertes dinámicas de polarización interna y a una trágica erosión de la calidad democrática. Es en este contexto donde, en sus ejemplos más extremos, reaparecen los golpes militares, como en Bolivia, o donde la democracia se ha diluido hasta confundirse con el autoritarismo, como en Venezuela o Nicaragua.




    El caso de Brasil, como muestra el texto de Marisa von Bülow y de Mariana Llanos, condensa de alguna forma la doble crisis del modelo neoliberal y del progresismo latinoamericano. La era neoliberal dejó en herencia a los gobiernos de izquierda de Luiz Inácio da Silva y Dilma Vana Rousseff un país desgarrado por profundas desigualdades sociales y acechado por la corrupción. Aunque los cambios que se produjeron durante los gobiernos del PT lograron sacar a millones de personas de la pobreza, no se produjeron las transformaciones estructurales suficientes para consolidar las dinámicas de ecualización social activadas. Como señalan Von Bülow y Llanos, el nacionalismo de derecha de Jair Bolsonaro y su apuesta por la polarización tienen sus raíces en una sociedad profundamente dividida por conflictos raciales y de clase. Ni las políticas sanitarias de contención de la COVID-19 han permanecido ajenas a la estrategia de polarización de Bolsonaro, transformando al Brasil en uno de los países más afectados de la región por la pandemia.




    Un interés particular, dentro del contexto de los fracasos y las expectativas de la izquierda, lo tiene el texto de Ailynn Torres. La socióloga cubana, de hecho, evidencia a partir del estudio de las movilizaciones feministas y antirracistas en Cuba, y de la resiliencia del joven periodismo independiente en la isla, que la renovación de los experimentos de democracia incluyente tiene en la propia sociedad cubana algunos de sus fermentos más interesantes y esperanzadores para diseñar un nuevo futuro en la isla, pero también en la región.




    En su intento de ofrecer al lector una imagen de conjunto de América Latina y el Caribe, el libro, por medio del texto escrito conjuntamente por Alejandro de la Fuente, Susana Matute, Judith Morrison y Roberto Rojas Dávila, rescata el papel de los afrodescendientes como comunidad catalizadora de las múltiples crisis que acechan simultáneamente a los países y sociedades latinoamericanas. Invisibles a los ojos de la economía neoliberal, marginales en los proyectos de transformación lanzados por la izquierda regional, los afrodescendientes, como muestra este ensayo, están sufriendo de forma especialmente cruenta el impacto de la pandemia.




    Finalmente, algunos artículos de este libro abordan también el problema de la colocación internacional de América Latina en un orden global que, si bien asiste a una reducción sustancial de su naturaleza unipolar, todavía no logra diseñar con claridad un nuevo horizonte. En este ámbito, los textos de Ana Covarrubias sobre multilateralismo, de Vanni Pettinà y Carlos Marichal sobre la nueva geopolítica de la incertidumbre, de Claudia Kedar sobre las relaciones con los organismos financieros internacionales y de Rafael Rojas sobre las contradicciones del antimperialismo latinoamericano muestran, una vez más, la dificultad que la región y sus países han tenido para desarrollar políticas exteriores coherentes y capaces de hacer frente a los retos que emergen de un contexto internacional convulso y caótico. No se trata, evidentemente, de un problema menor, porque en un mundo caracterizado por fuertes dinámicas de interdependencia, la solución a muchos de los desequilibrios que afectan América Latina pasa, también, por la capacidad de la región para proponer soluciones a nivel internacional. Sin embargo, las ambivalencias del multilateralismo latinoamericano, al cual se añaden políticas exteriores muy provincianas o erráticas, como en el caso del México de López Obrador o del Brasil de Bolsonaro, disminuyen sustancialmente el peso de América Latina en el contexto global.




    Pensar América Latina en su conjunto ha sido tradicionalmente un reto para historiadores y científicos sociales. Este libro, por medio de capítulos cortos pero incisivos, espera ofrecer al lector una imagen panorámica más exhaustiva, así como algunas claves para interpretar la complejidad del presente y el futuro de las Américas ubicadas al sur del Río Bravo en tiempos de estallidos sociales y pandemias.
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    Colombia: ese nudo ciego latinoamericano




    Luciana Cadahia




    Profesora Asociada




    Instituto de Estética




    Universidad Católica de Chile




    Si intentamos decir algo sobre la política en Colombia nos vemos obligados a hablar de la violencia. Pero cuando entramos en el terreno de la violencia de pronto nos descubrimos reemplazando las explicaciones profanas de la política por las del elevado ámbito de la teología, como si la violencia ocupara el rango de una causa primera que engendra todos los hilos de la vida nacional, como si se tratara de una fatalidad histórica de la que no habría escapatoria. La violencia se convierte, por tanto, en un nudo ciego a combatir, en una maraña de hilos que enredan las condiciones materiales que la originan. Fenómenos como la corrupción, la guerrilla, el narcotráfico, el paramilitarismo, la disidencia política o la protesta social quedan atados a una misma trama, cuyas raíces explicativas remitirían a una especie de violencia fundacional ubicada por fuera del tiempo y la historia. Colombia se vuelve sinónimo de violencia y esta violencia se vuelve sinónimo de su mito fundacional, todo un juego de espejos cuyo inconfesado ethos nacional sustrae a Colombia de la historia latinoamericana y la coloca en el centro de una tragedia atávica que se la devoraría por dentro.




    Por eso aquí podríamos preguntarnos algo que, a primera vista, suena paradójico: ¿si hablar de Colombia implica hablar de la violencia, por qué, entonces, acabamos por naturalizarla en casi todos los registros de la vida cotidiana? De modo que la persecución judicial a la oposición política, el asesinato sistemático de líderes sociales, el silenciamiento y estigmatización de voces críticas, la perversión del sentido de la autonomía universitaria y la desaparición del sindicalismo como garante de derechos terminan siendo justificados ante la amenaza de un «enemigo interior». Es decir, la supuesta amenaza a la democracia (el enemigo interior) comienza a funcionar como la excusa perfecta para legitimar las prácticas antidemocráticas que los gobiernos de turno llevan a cabo para preservarla. En ese sentido, al no haber un claro horizonte histórico-político que ayude a comprender el origen de la violencia, se configura una retórica inmunitaria y bélica que termina por construir la figura de un «enemigo interior». Se pone a funcionar la lógica de la guerra como mecanismo exculpatorio de la sociedad colombiana. Y esa figura pasa a ser encarnada por cualquiera, a tal punto que el enemigo interior puede ser un guerrillero, un campesino, un trabajador, un estudiante, un profesor universitario o, incluso, alguna parte de uno mismo que todavía no se ha llegado a descifrar en su justa medida. Todos nos volvemos culpables de un crimen cuyo secreto se resiste a ser descifrado. En Colombia, por tanto, todos somos, al mismo tiempo, el perseguidor y el perseguido, el juez que imparte justicia y el enemigo que destruye la nación, de tal suerte que a la lógica inmunitaria se le añade la autocensura voluntaria de sus ciudadanos. Es como si el pacto político-jurídico que le da forma cotidiana a la censura se lograse interiorizar, como un ethos, en la conciencia de cada uno de sus ciudadanos. Todos tienen miedo de ser víctimas y culpables a la vez.




    Por eso, para evitar caer en esta especie de pensamiento tautológico, quizá sea momento de pensar este nudo ciego en los términos de un nudo histórico. Asumir que la perpetuación de la violencia en Colombia no es el resultado de un secreto indescifrable, nos puede ayudar a entender que quizá el problema esté en la forma en que se coloca la violencia en la escena nacional: como causa y no como el efecto de las desigualdades sociales.




    Hay una escena de la política colombiana que refleja muy bien este nudo: me refiero a las últimas elecciones presidenciales. Muchos se preguntaron cómo fue posible que el candidato de la extrema derecha, Iván Duque, un joven de cuarenta y dos años completamente desconocido de la vida pública y sin ningún tipo de experiencia política, haya podido llegar a la presidencia. Pues bien, aquí también sería interesante reformular la cuestión, puesto que no se trata tanto de saber por qué ganó Duque sino de comprender las razones por las cuales el establishment político y mediático puso en marcha todo un dispositivo para desacreditar y dejar fuera de escena, incluso mediante fraude electoral, la otra gran fuerza política que expresaba la candidatura de Gustavo Petro y Ángela María Robledo. Y cuando prestamos atención a ello descubrimos la amenaza que suponía esta fórmula a ese mismo establishment, puesto que buscaba transformar las coordenadas narrativas de la violencia, es decir, trataba de situar un discurso y un proyecto político que fuera más allá de una mirada teológica, reduccionista, inmunitaria y bélica. En vez de recurrir a la retórica de un enemigo interior, Petro y Robledo pusieron en la escena pública los orígenes históricos y políticos de las injusticias sociales que explican por qué Colombia es uno de los países más desiguales de América Latina; también propiciaron una reflexión social y no punitiva sobre el origen de la guerrilla, el narcotráfico y el paramilitarismo. Incluso se instalaron discusiones sobre la desigualdad como motor de la violencia, que ayudó a poner sobre la mesa la cuestión de la educación y la salud pública como un derecho universal al que deberían aspirar todos los colombianos. Es más, llegó a señalarse uno de los temas más espinosos, a saber: el gran fracaso de la reforma agraria y la distribución de la tierra como origen del conflicto armado.




    Y todo esto ayudó a traer a la memoria de los colombianos que no se trataba de problemas nuevos ni que era la primera vez que un proyecto político, encarnado en unos líderes determinados, buscaba articularlos en un discurso público. Más aún, salía a la luz que se trataba de un nudo mucho más antiguo, un nudo histórico al que sistemáticamente el establishment colombiano ha intentado silenciar y desarticular mediante la teología de la violencia que, secretamente, el mismo propicia. De manera que los asesinatos a candidatos presidenciales como Jorge Eliécer Gaitán en los años cuarenta o Luis Carlos Galán en los ochenta, el exterminio de casi todos los miembros del partido político Unión Patriótica durante los noventa, la estigmatización de la figura presidencial de Ernesto Samper o los recientes asesinatos a exguerrilleros de las FARC o líderes de Colombia Humana forman parte de la misma trama histórica que dispara, como si fuera un objetivo militar, contra la pluralidad democrática que debería imperar en toda república. Pero lo que más nervioso puso al establishment, ante la irrupción de Petro y Robledo, fue constatar cómo todos estos debates tejían un sentido común alternativo a la violencia y eran capaces de comprender la conexión entre el enriquecimiento de las oligarquías, el despojo de los sectores populares y los conflictos sociales sin resolver. O dicho de otra manera: la oligarquía colombiana, acuñada por los medios de comunicación liberales, no iban a permitir que los ecos de las experiencias progresistas de la región experimentadas durante las primeras dos décadas del siglo XXI se materializaran en su país. No iban a permitir una experiencia de estatalidad popular progresista atenta a las necesidades de las mayorías.




    Por tanto, desde el punto de vista de la historia, la violencia y la estigmatización en Colombia no son ni una excepcionalidad ni una fatalidad, sino, más bien, una respuesta específica de sectores de la oligarquía a los conflictos sociales irresueltos. Si la violencia se convirtió en un estilo de gobierno y el blindaje de ciertas élites para tener garantizados sus privilegios, es porque ha sido muy útil para perpetuar una economía política que posterga un debate serio sobre la igualdad de oportunidades y el acceso a los derechos básicos de las mayorías. Y, visto desde esta perspectiva, lo que sucede aquí no es muy diferente a lo que acontece en otros países de la región, aunque se empleen otras retóricas o tramas narrativas. Poner nuevamente a Colombia en la escena latinoamericana y caribeña nos ayuda no solo a entender mucho mejor las violencias en Centro América o las protestas en Chile, sino a ubicarlas en una gran constelación regional. Es decir, ata nudos históricos que han quedado dispersos y aislados. No es casual que los pueblos de Colombia y Chile se hayan manifestado casi al mismo tiempo, puesto que, por distintas vías, son dos de los laboratorios más importantes del neoliberalismo mundial. En el caso de Chile, mediante el golpe de Estado a Salvador Allende, la instauración de una dictadura y la posterior «normalización democrática». En el caso de Colombia, en cambio, mediante la consolidación de una democracia ininterrumpida capaz de integrar, dentro de sí, los diferentes rostros de la violencia estructural: lucha armada, narcotráfico y asesinatos sistemáticos.




    Por eso, las últimas protestas sociales que tuvieron lugar en ambos países no implicaron ni la expresión de una violencia ciega ni el capricho juvenil de las clases medias, sino que reflejaron el recurso que disponen los de abajo para organizarse y denunciar los límites y contradicciones del neoliberalismo: acumulación y despojo. Y, a ello, hay que añadir los signos de agotamiento que expresa el neoliberalismo ante la pandemia mundial. Las diferentes actitudes adoptadas por los distintos líderes del mundo parecen apuntar al problema del Estado. ¿Qué tipo de Estado tendremos a partir de esta experiencia crítica? ¿Se tratará de una radicalización del ethos neoliberal, del ingreso al escenario postdemocrático de autodestrucción de la vida en la tierra de forma más radical o se tratará, más bien, de la irrupción de una estatalidad decidida a poner fin a todas las formas de opresión que nos condujeron a este escenario insostenible? No es casual que en dos de los laboratorios más importantes del neoliberalismo el pueblo se haya anticipado a este agotamiento y no es casual que ese agotamiento hoy se dirima en toda la región latinoamericana como la expresión de dos acumulados históricos irresueltos: una radicalización de las repúblicas plebeyas mediante un Estado de los cuidados o un afianzamiento de su oligarquización mediante un Estado punitivo.
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    La crisis de la COVID-19 como Aleph peruano




    Alberto Vergara




    Departamento de Ciencias Sociales y Políticas de la Universidad del Pacífico, Perú




    En ese instante gigantesco...




    Jorge Luis Borges




    ENTRE ESCILA Y CARIBDIS




    Parece tonto recordarlo, pero es mejor hacerlo: el maldito coronavirus ha puesto de rodillas a los mejores servicios de salud del mundo, y los que no han colapsado lo consiguieron a un costo económico desorbitante. Sería mejor que los latinoamericanos —tan propensos a la chauvinista competencia por la medalla de oro a la calamidad— veamos la cosa en perspectiva regional. Salvo Costa Rica y Uruguay, la verdad es que el resto ha confirmado lo que temíamos: somos una región donde se deja a los pobres una salud, seguridad y educación pública de pésima calidad, mientras los ricos y las clases medias pagan por esos servicios. Con un pacto de ese estilo, no había forma de actuar como Alemania, Corea del Sur o Singapur. La calamidad traída por la COVID-19 debería llevar a los latinoamericanos a pensar en esta desgracia compartida, antes de lanzarse a la búsqueda del gato más oscuro entre los gatos negros.




    En el Perú, el coronavirus ha generado un daño considerable y aún no se saben las dimensiones que pueda alcanzar. Como a todos los países, la crisis nos puso entre Escila y Caribdis. Y tanto Escila-salud como Caribdis-economía nos han pegado tremenda zarandeada. Al 15 de junio de 2020, el Perú tiene 232 992 casos confirmados y 6688 muertos por COVID-19. Y tanto reportes nacionales como internacionales señalan que la cifra real de fallecidos podría ser tres o cuatro veces la oficial. Enfrente, la economía se desmorona. El Banco Mundial proyecta una contracción de la economía de 12 % del PBI. El aumento de la pobreza sería de 10 puntos para el fin de año. Igual, hay que ser muy cautos con las cifras, pues esta historia está lejos de haber culminado. En el Gráfico 1 he intentado capturar de manera comparada esta situación donde no pudimos salvarnos ni de Escila ni de Caribdis. ¿Cómo así el Perú, tan celebrado en las últimas décadas por su crecimiento económico y estabilidad política —en medio de tanta bancarrota y batahola en la región—, fue superado por el virus de marras?


 

   Gráfico 1. Fallecidos por millón y estimación de variación del PIB 2020 en América Latina
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    Fuente: Base de datos Our World in Data (al 15 de junio) y Banco Mundial (2020)


  

  


    En este ensayo propongo que la crisis generada por el coronavirus funciona como un Aleph peruano, un punto exiguo —diámetro de dos o tres centímetros, afirma Borges— que, sin embargo, condensa todo lo que hemos construido; un punto donde convergen y se distinguen las trayectorias de largo y mediano plazo que han dado forma al Perú contemporáneo.




    En la primera parte del artículo mostraré algunas de las medidas asumidas por el Gobierno de Vizcarra y, luego, en la segunda y tercera, presentaré la manera en que estas pueden engarzarse a las trayectorias de mediano y largo plazo de nuestro desarrollo económico, social e institucional. Al hilar esas trayectorias con la gestión inmediata de la crisis, nuestros resultados aparecen más como una necesidad que como una sorpresa.




    LA SENSATEZ INEFICAZ




    Entonces, a los peruanos no nos ha ido bien lidiando con el coronavirus. Ya lo dije, los resultados en el rubro salud y economía son trágicos. ¿Quiere esto decir que las principales medidas tomadas por el Gobierno peruano en el contexto latinoamericano fueron un disparate? Pues no. El Gobierno de Martín Vizcarra no se comportó como el de Jair Bolsonaro o Daniel Ortega, quienes alentaron que la gente rechazara los confinamientos. Ni siquiera fue errático como el de Boris Johnson, Donald Trump o Andrés Manuel López Obrador, quienes pegaron marchas y contramarchas dando lugar a escenarios gravísimos. El Gobierno peruano impuso una cuarentena casi total muy pronto, apenas nueve días después de conocido el primer caso y sin que hubiera ocurrido la primera muerte. Tengamos en cuenta, por ejemplo, que Italia y España introdujeron sus cuarentenas cuando tenían 463 y 136 fallecidos por coronavirus. Esto también se sostiene en el contexto latinoamericano: las medidas de confinamiento en el Perú fueron más drásticas y prontas que en Chile y Argentina, Panamá y Colombia. Es decir, en términos de salud, la medida más recomendada y eficiente para detener la expansión del virus, la cuarentena drástica, fue introducida con celeridad.




    Esta medida de salud excepcional convocó medidas económicas excepcionales. Con rapidez semejante, el Banco Central de Reserva (BCR) y el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) se salieron del molde ortodoxo que ha marcado el manejo económico peruano en los últimos años, y dispusieron un plan expansivo. Sin paralizarse por el déficit que generaría, lanzaron un plan de estímulo que alcanzaba el 12 % del PBI nacional. El dinero producto de dos décadas de orden fiscal y crecimiento económico se utilizaría, de un lado, para respaldar préstamos a empresas y asegurar la cadena de pagos y, en otro frente, para distribuir varios y diferentes bonos monetarios que alcanzarían hasta a siete millones de personas. Además, el Perú acudió al mercado internacional y consiguió capitales frescos y baratos. En resumen, también en el frente económico el Gobierno actuó con prontitud destinada a limitar el impacto económico de una cuarentena severa.




    Sin embargo, el caso peruano mostró pronto los límites de los liderazgos, de las decisiones audaces y de la buena voluntad. Unas pocas medidas consiguieron regular de manera eficaz a los actores sociales, pero muchas otras fueron inútiles para regular a la sociedad. En el primer grupo están algunas medidas económicas. Pongamos dos ejemplos. El MEF decidió emitir bonos y endeudarse en el mercado internacional. Rápidamente hicieron gestiones en Nueva York y se consiguieron los préstamos. Otro: cuando los bancos quisieron prestar el dinero del programa Reactiva Perú con tasas de interés demasiado altas, el BCR decidió que estos no tendrían la libertad de establecerlas por sí mismos, sino que deberían pasar por una subasta y así conseguir tasas más bajas. Y ocurrió. Los préstamos respaldados por el programa Reactiva Perú se han hecho con tasas de interés por debajo de 2 %.




    Sin embargo, el Estado peruano, que se las sabe todas en los pasillos financieros de Nueva York, fracasa en entender y ordenar a la sociedad peruana. Ante ella aparece un océano insalvable. Mantengámonos en el mundo de la economía. El 16 de marzo se anunció un primer bono de 380 soles; el 27 de marzo, otro y, al ver que la cuarentena se respetaba menos de lo deseado, el Gobierno impuso un bono casi universal de 760 soles para mayo y junio. Decisión rápida y encomiable. Entregarlos, en cambio, ha sido un vía crucis. Dos meses después de anunciado el primer bono, miles de familias no lo habían recibido, es decir, en estos años el Estado peruano había sido eficiente para ahorrar, pero resultaba un inútil a la hora de desembolsar.




    En los otros ámbitos estatales se repitió la incapacidad para poner orden sobre la sociedad. Dos meses después de haber declarado la cuarentena, la situación peruana se descontrolaba. Vale decir, la expansión del contagio se multiplicó. En un país donde 30 % de la población sale cada día a la calle para conseguirse la vida era muy difícil que la gente se quedase en casa, más si el Gobierno pataleaba para entregar los bonos. Asimismo, en escenas de tonos bíblicos, 200 mil peruanos se lanzaron en caminatas desde Lima hacia sus departamentos de origen cuando vieron que en la capital confinada morirían de hambre. Estas marchas no solo revelaron la carestía de muchísimos compatriotas, sino que el Estado no las previó ni supo qué hacer con ellas. En fin, en una serie de ámbitos, el Gobierno fracasó en lograr que la sociedad se comportase de acuerdo con sus normas. No entro aquí a desentrañar las razones de esto —que las hay para todos los gustos—, quedémonos en el hecho concreto: un Estado que no manda.




    Y en harapos. Al comenzar la crisis, el Perú contaba con cinco ventiladores mecánicos por cada 100 000 habitantes; esto es, debajo de los 13 que tenía Colombia o los 25 de Brasil (Guatemala contaba con tres). Al empezar la pandemia, el presidente Vizcarra declaró que el Perú tenía 100 camas UCI (en abril, la ciudad de Bogotá tenía 800). Sin abundar en detalles, nuestra infraestructura en salud parecía un bloque de sacos de arena esperando un tsunami. Al llegar la ola, el sistema se desbordó. A esto debemos sumar que, cuando la emergencia comenzaba, el Ministerio de Salud perdió tiempo precioso al comprar mal y tarde las pruebas serológicas y moleculares necesarias para la detección del virus.




    Pero las falencias estatales no se limitan al rubro de la salud pública. Al 10 de junio, 170 policías han fallecido por COVID-19 y 9900 han sido infectados. Si tenemos en cuenta que la policía peruana cuenta con 110 000 efectivos, es delirante y triste la proporción de contagios y fallecidos entre quienes sirvieron al país en esta circunstancia. A los dos meses de establecida la cuarentena, se hizo público que la Policía había comprado mascarillas caras pero inadecuadas para esta epidemia.




    Las cárceles peruanas resultaron otro espacio de vergonzosa incapacidad gubernamental. Al 10 de junio hay 220 presos muertos por COVID-19. Ciudadanos enteramente bajo la custodia del Estado.




    En resumen, haciendo sumas y restas, las principales reacciones del Gobierno estuvieron alineadas con lo que la ciencia (de la salud y la economía) aconsejaban. Más allá de errores lamentables que cualquier administración hubiera podido cometer —esos u otros peores, como lo demuestran algunos países—, los peruanos no padecimos un Gobierno errático, tacaño o esotérico. Sin embargo, como dirían los futbolistas, los resultados no se dieron.




    ¿SON COSAS DEL FÚTBOL?




    Lo que se hizo bien y mal durante la crisis refleja con precisión lo que se hizo bien y mal en las décadas anteriores. Las decisiones de Julio Velarde, presidente del Banco Central de Reserva (BCR), y María Antonieta Alva, ministra de Economía, resultaron de la convergencia de la solidez del largo plazo institucional con estos liderazgos. Con todas sus diferencias, ambos son profesionales sólidos y con muchos años en el sector público, que pudieron tomar decisiones desde una macroeconomía sana. Estas instituciones y sus políticas han comandado la economía peruana que, entre el 2000 y el 2019, creció a un promedio de 4,8 % anual. En ese lapso las reservas peruanas pasaron de 8180 millones de dólares a 68 316 millones, y hubo una inflación anual promedio de 2,6 %. El déficit se ha mantenido por debajo de 2 % a lo largo de dos décadas. Cuando llegó la pandemia, entonces, lo hecho en años precedentes permitió tener recursos para hacer políticas contracíclicas y facilitó conseguir créditos rápidos y baratos en el mercado internacional.




    Sin embargo, gobernar la sociedad es muy distinto a regular a sus actores financieros. Durante muchos años, el Perú celebró la administración de las cuentas nacionales y renegó de la capacidad de gobernar. Fuera de las entidades abocadas a mantener las reglas macroeconómicas básicas, en el resto del Estado se impuso la inerte mediocridad. En realidad, hasta el MEF —que se preciaba de una continuidad tecnocrática importante— ya había entrado en un considerable declive. Entre el 2014 y el 2019 tuvo siete ministros. Esto, entre otras variables, generó una economía sin reformas importantes y, por tanto, cada vez más dependiente de precios internacionales que no eran ya los del boom de los commodities. Un MEF distante de lo micro, de la economía real de los peruanos. Por poner un par de ejemplos, nunca impulsó la inclusión financiera a través del Banco de la Nación, que está a su cargo. Al llegar la pandemia, solo cuatro de cada diez peruanos tenían una cuenta bancaria. Se entiende el vía crucis para entregar los bonos. Y se trata también de un MEF durante años desentendido de las pequeñas empresas. Se comprende, entonces, que las decisiones en este contexto revelaran más audacia macro que microeconómica.




    En el resto del Estado, la deriva era aún más grave y añeja. La acumulación de políticas con una dirección sostenida es infrecuente; las herramientas para llegar a la sociedad son débiles y la avalancha de dinero llegado al Estado en los últimos años lo engordó, encareció y ayudó a la propagación de la corrupción. El sector salud es un caleidoscopio de todas estas ineficiencias. Durante las últimas dos décadas, el gasto peruano en salud ha sido de alrededor del 4 % del PBI (Gráfico 2). Y a partir de este dato quisiera subrayar tres cosas. Primero, debido al crecimiento económico notable del Perú, el 4 % del año 2019 era mucho más grande que el 4 % del 2000. En términos brutos, al sector salud sí le llegó mucho más dinero. Pero sabíamos que la salud peruana no debía seguir desmembrada en varios sistemas y que estaba tomada por la corrupción. Es decir, los presupuestos no albergan en sí mismos la debacle. En segundo lugar, ese 4 % en esas dos décadas es de los más bajos de América Latina. En Costa Rica y Uruguay —que entre los dos suman 40 muertos por coronavirus— el gasto en salud ha sido de 8 % y 9 % del PBI, respectivamente. Tercero, esto implica en el Perú un equilibrio por veinte años. O sea, una situación de desatención que decidimos mantener en los años de gran crecimiento económico, lo cual no es una sorpresa en un país donde por mucho tiempo se alabó el «piloto automático»: no hacer olas, no ponerse creativo, no desbaratar nudos institucionales, no cruzar espadas con la corrupción, en síntesis, seguir haciendo el muertito con la esperanza de hacer crecer al PBI del próximo trimestre.
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